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RESOLUCIÓN 

 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de agosto de 2016. 

 El confinado Luis A. Torres Rivera (en adelante, el 

peticionario) nos solicita que revisemos una Resolución que dictó el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Utuado, 18 de febrero de 

2016 y que se notificó el 19 del mismo mes y año. Por medio del 

dictamen recurrido, se denegó una solicitud del peticionario para 

que se redujera el término de su condena de reclusión al amparo 

del Artículo 67 del Código Penal vigente. 

Por los fundamentos que expresamos a continuación, se 

desestima el recurso de epígrafe por falta de jurisdicción por 

tardío. 

I 

Por tratarse de un asunto jurisdiccional, no es necesario 

referirnos a los hechos medulares a los méritos del reclamo del 

peticionario.  

Según el dictamen que aquí se impugna, el peticionario 

cumple una sentencia condenatoria que le impuso el Tribunal de 

Instancia, Sala de Utuado, tras declararse culpable en los casos de 
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epígrafe el 30 de septiembre de 2013 y el 11 de diciembre de 2014. 

Posteriormente, el 29 de enero de 2016, el peticionario le solicitó al 

foro de instancia la reducción del 25% de su sentencia al amparo 

del Art. 67 del Código Penal vigente.  

Mediante una Resolución de 18 de febrero de 2016, que se 

notificó el 19 del mismo mes y año, el tribunal declaró no ha lugar 

la solicitud del peticionario. 

Inconforme con la denegatoria, el peticionario acudió ante 

este Foro mediante un escrito1 con fecha de 23 de junio de 2016, 

en el que nos  solicita que revisemos y revoquemos la antes 

mencionada determinación. En lo pertinente, el peticionario 

reconoce en su escrito que este se presentó fuera de término y 

justifica la tardanza en su condición de confinado, como sigue: “… 

nos amparamos en el estatus del peticionario que es uno de 

confinamiento donde existen muchas limitaciones e impedimentos 

los cuales no le (sic) han permitido apelar dentro de los términos.”2 

A 

La jurisdicción es el poder o autoridad que posee un tribunal 

para considerar y decidir un caso o controversia. Pérez López v. 

CFSE, 189 DPR 877 (2013); CBS Outdoor v. Billboard One, Inc., 

179 DPR 391, 403-404 (2010); ASG v. Mun. San Juan, 168 DPR 

337, 343 (2006). Los tribunales debemos ser suspicaces 

guardianes de nuestra jurisdicción y no tenemos discreción para 

asumir jurisdicción allí donde no la hay. S.L.G. Szendrey-Ramos v. 

F. Castillo, 169 DPR 873, 882 (2007). Siendo ello así, le 

corresponde a los foros adjudicativos examinar su propia 

jurisdicción. Íd., pág. 883. 

Las cuestiones de jurisdicción por ser privilegiadas deben ser 

resueltas con preferencia, y de carecer un tribunal de jurisdicción 

                                                 
1 El recurso se titula Moción en Revición (sic) a decisión del Honorable Tribunal de 
Primera Intancia (sic) al amparo de la regla 192.1 y Art. 4 Ley más Favorable. 
2 Véase pág. 2 del recurso. 
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lo único que puede hacer es así declararlo y desestimar. González 

v. Mayagüez Resort & Casino, 176 DPR 848 (2009).  

La Regla 83 (B) (1) y (C) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83 (B) (1) y (C), nos faculta, por 

iniciativa propia o a solicitud de parte, a desestimar un recurso 

cuando carecemos de jurisdicción para atenderlo. Ante la falta de 

jurisdicción, “procede la inmediata desestimación del recurso 

apelativo conforme lo ordenado por las leyes y reglamentos para el 

perfeccionamiento de estos recursos”. S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. 

Castillo, supra, pág. 883. En tal situación el Tribunal debe 

desestimar el recurso y no entrará en los méritos de la cuestión 

ante sí.  Pérez López v. CFSE, supra. 

Un recurso presentado luego del tiempo correspondiente 

(tardío), al igual que el presentado antes del plazo aplicable 

(prematuro), sencillamente adolece del grave e insubsanable 

defecto de falta de jurisdicción. En ambos casos, su presentación 

carece de eficacia y no produce ningún efecto jurídico. Torres 

Martínez v. Ghigliotty, 175 DPR 83 (2008); S.L.G. Szendrey-Ramos 

v. F. Castillo, supra. 

Por otro lado, el recurso de certiorari es un vehículo procesal 

discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior. IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012); Pueblo v. Díaz de León, 

176 DPR 913, 917 (2009); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 

(2005). 

El recurso de certiorari de una decisión interlocutoria o post 

sentencia habrá de presentarse en el término de cumplimiento 

estricto de treinta (30) días a partir de la notificación de la 

decisión. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 32. Véase, además, Pueblo v. 

Román Feliciano, 181 DPR 679 (2011). 

Es menester indicar que los tribunales pueden prorrogar un 

término de cumplimiento estricto. Soto Pino v. Uno Radio Group, 
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189 DPR 84, 92-93 (2013).  Sin embargo, los tribunales no tienen 

la discreción para prorrogar un término de estricto cumplimiento 

de manera automática. Íd. Estos pueden eximir a una parte del 

requisito de observar fielmente un término de cumplimiento 

estricto si se cumplen las siguientes condiciones: (1)que en efecto 

existe una justa causa para la presentación tardía del recurso y (2) 

que la parte le demuestre al tribunal las bases razonables que 

tiene para la dilación; es decir, que la parte interesada acredite de 

manera adecuada y detallada la justa causa aludida. Arriaga v. 

F.S.E., 145 DPR 122, 132 (1998). 

III 

Se desprende del expediente ante nuestra consideración que 

la Resolución que aquí se impugna se notificó el 19 de febrero de 

2016.  Por consiguiente, el término de 30 días para acudir en 

certiorari ante este Foro vencía el 20 de marzo, que por ser 

domingo, se extendía hasta el lunes 21 de marzo de 2016.  No 

obstante, el recurso se presentó el 23 de junio de 20163. Es decir, 

el recurso se presentó 125 días después de haberse notificado la 

Resolución impugnada, expirado el término de cumplimiento 

estricto para ello. El hecho de que el peticionario se encuentra 

confinado, por sí solo, no excusa la extensa demora en la 

presentación ni nos convence de que sea una causa justificada 

para la tardanza.  

Por consiguiente, el recurso es tardío, por lo que carecemos 

de jurisdicción para atenderlo y procede su desestimación.  

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se desestima el 

presente recurso por falta de jurisdicción. 

                                                 
3 El recurso de certiorari tiene fecha de 23 de junio de 2016 y el sobre en el que 

se recibió tiene matasellos de 27 de junio de 2016.   
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Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones. 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


